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LA PATRIA POTESTAD; QUIENES LA EJERCEN Y MODO DE EJERCICIO. 
. Art. 156.

"La patria potestad se ejercerá conjuntamente por ambos progenitores o por uno soto con el consentimiento expreso o tácito del otro.".
Pueden hacerse al párrafo los siguientes comentarios: 1) ¿cabe pactarlo con catatar general?.
Afirmativamente se pronuncia Díaz Picazo (op que se cita) para quien cabe que este consentimiento se preste de una manera previa, en bloque y en blanco, con o sin limitación temporal, y ello porque este tipo de consentimiento es siempre revocable y por tanto no implica una verdadera renuncia a la patria potestad. Excluye sin embargo el supuesto de que el pacto venga referido a toda la duración de la Patria Potestad.
Y en el mismo sentido Josa Maria da Prada González (Anales de la Academia Matritense del Notariado. Tomo s.f. "La patria potestad tras la reforma del C Ci". Pág. 168.) quien dice:
"Nos inclinamos, pues, a admitir que cabe al consentimiento general a favor del otro cónyuge para el ejercicio de la patria potestad. Bien entendido, sin embargo, que este consentimiento no releva al conyuga consistente ni de sus obligaciones ni de sus responsabilidades por la actuación del otro cónyuge, ni le impide el ejercicio por sí mismo cuando quiera da todas o algunas de las facultades consentidas. Esos son los efectos lógicos del consentimiento o, hablando con mis propiedad, apoderamiento, qua es lo que en realidad se concede.".
Añade que en cualquier caso la concesión del consentimiento no impide al cónyuge que lo dio actuar por si solo u oponerse a los actos que pretenda llevar a cabo el otro cónyuge; "lo que implicaría la revocación del consentimiento para ese acto concreto sin impedir seguir usándolo a los demás.
2) Respecto a la inclusión de un posible pacto sobre concesión de patria potestad a uno solo de los cónyuges en principio no parece posible habida cuenta de la irrevocabilidad de las mismas y de la imposibilidad de atentar a la igualdad de derechos que corresponde a cada cónyuge (Art. 1.328), sin embargo no creemos que exista ningún inconveniente en incluir una estipulación de este tipo en unos capítulos siempre que no se pretenda dar a la misma el carácter de pacto capitular, o dicho de otro modo seria posible la atribución a uno de los cónyuges de una autorización para ejercer por si solo la patria potestad, pero esta autorización seria revocable en cualquier momento y de cualquier forma. Cabe pues incluir redactar en este sentido las capitulaciones, pero sin dar a la autorización al carácter de "pacto".

Sigue el precepto;

"Serán válidos los actos que realice uno de ellos conforme al uso social y a las circunstancias o en situaciones de urgente necesidad.".
En cuanto a lo que entender por "uso social y a las circunstancias" opina diez Picazo que no se trata de uso da un grupo concreto sino del grupo social genérico (Diez Picazo. Notas sobre la reforma del código Civil en materia de patria Potestad. Anuario de Derecho Civil, año 1982).

Y como hace notar Sancho Rebullida (op citada) "en las actuaciones sencillas y domesticas el patrón usual y circunstancial no será difícil de aislar; la dificultad aumentará con la complejidad y trascendencia del acto y con la infrecuencia de su planteamiento social.".
Prada González (op cit Pág. 369) dice que:

"Por supuesto, y aunque al. precepto no lo diga, el acto realizado por uno de los conyugas, dejará da ser valido si el oteo mostrara su oposición al mismo. No trata al precepto en esta punto da resolver las disensiones amillaras, sino de facilitar al ejercicio concreto de la patria potestad en circunstancias normales da concordia familiar.".

3) En cuanto a las situaciones da urgente necesidad, notase que si bienal código permita actuar a uno solo da los padres, se limita a resolver el problema cuando ambos están da acuerdo o cuando uno de ellos no puede prestar su concurrencia, pero en cambio resulta inútil y nada prevea para el caso de que concurriendo una circunstancia da urgencia exista una disensión entra ambos progenitores (operación consentida por uno e inconsentida por otro).
Y sigue diciendo al precepto:

"En caso de desacuerdo, cualquiera de los dos podrá acudir al Juez, quien, después de oirá a ambos y al hijo si tuviera suficiente juicio y en todo caso si fuera mayor de doce anos, atribuirá sin ulterior recurso la facultad de decidir al padre o a la madre. Si los desacuerdos fueran reiterados o concurriera cualquier otra causa que entorpezca gravemente el ejercicio de la patria potestad, podrá atribuirla total o parcialmente a uno de los padres o distribuir entre ellos sus funciones. Esta medida tendrá vigencia durante al plazo que se fije, que no podrá nunca exceder de dos años.".

Dice Puig Brutau comentando este punto (Fundamentos de Derecho civil T IV Pág. 252):

"Como advierte el segundo párrafo del Art. 156 contempla dos supuestos bastante diferentes; el desacuerdo simple y los desacuerdos reiterados. En el primero, el Juez resolverá a instancia de cualquier da los cotitulares sin mas requisitos que la audiencia de los padres y del hijo mayor de doce años, o menor de esta edad si tuviere suficiente juicio, según criterio del propio Juez. Contra lo que se decida no cabe recurso alguno. Como hace notar Sancho Rebullida, la resolución judicial no resuelva el objeto de desacuerdo, sino que atribuye la facultad, de decidir a uno de los progenitores, lo que equivale a inclinarse a favor de la tesis de ésta.".

Palabras de las que parece desprenderse que cuando los desacuerdos sean reiterados la. atribución de la patria potestad a uno solo de los progenitores de modo permanente requerirá la tramitación de procedimiento ordinario, en el que podrán interponerse los recursos pertinentes.
Se salvan con esta interpretación las reticencias de Prada González para quien resulta muy fuerte que un padre pueda ser privado en un "expediente de jurisdicción voluntaria" y sin las garantías del artículo 170, de su patria potestad.

La tesis se refuerza si tenemos en cuenta que según la disposición transitoria 10 que regula al procedimiento a seguir en las controversias "surgidas en el ejercicio de la patria potestad" se establece que "los recursos se admitirán, en todo caso, en un solo efecto" añadiendo que "quedará siempre a salvo el ejercicio de las acciones correspondientes en la vía judicial ordinaria". Posibilidad esta ultima en base a la cual contra la decisión del juez atribuyendo la facultad de decidir a uno de los progenitores en caso de desacuerdo puntual, y respecto a la cual dice al Art. 156 que "no cabe recurso alguno", seria posible recurrir en juicio ordinario de mayor cuantía, habida cuanta de que la decisión, como hemos visto se tomo simplemente tras o ir a los progenitores y del menor si tuviere mas de 12 anos o suficiente juicio según el criterio del juez.

El último problema del párrafo serla el relativo a si los padres pueden pactar una forma da resolver sus diferencias, distinta a las prevista en el código; así por ejemplo capitular que en caso de desacuerdo no resolverla el Juez sino un tercero nombrado por los conyugas y mediante a procedimiento también especialmente previsto.
Prada González afirma que a la vista de la globalidad de la reforma la jurisprudencia tendrá que admitir "una cierta autonomía de la voluntad, en la regulación de la patria potestad" y añade que "no se puede afirmar que esta materia sea absolutamente indisponible" . En nuestra opinión el pacto no serla valido máxime a la vista del a nueva, ley de Arbitraje Privado.

Continuamos con la trascripción del precepto:

"En los supuestos de los párrafos anteriores, respecto de terceros de buena fe, se presumirá que cada uno de los progenitores actriz en al ejercicio ordinario de la patria potestad con el consentimiento del otro.".
Creemos que la interpretación mas correcta del párrafo es la siguiente: los "supuestos de los párrafos anteriores"

regulan 2 casos, comprensivos antro ambos da 1s totalidad da supuestos de actuación por parte da los progenitores:

a)  En un supuesto (primar párrafo indos primero) regula el actuar con consentimiento da ambos cónyuges.

b) En el otro regula el actuar por uno solo de ellos.

Pues bien; tanto en un caso como en otro siempre que como dice esta párrafo actué "en el ejercicio ordinario" de la patria potestad, se presumirá respecto «1 39 de buena fe que el consentimiento ha sido prestado por ambos cónyuges, presunción que desaparece cuando no se actué en el ejercicio ordinario, en cuyo supuesto, no es que el tercero haya actuado incorrectamente al no verificar la concurrencia de un doble consentimiento, sino que simplemente no tendrá a su favor la presunción que establece el párrafo.
No es esta la opinión de Sancho Rebullida (Lacruz Berdejo y otro. El nuevo régimen de la Familia, tomo II. Editorial Civitas Pág. 102) :

"Da todos estos supuestos solo en los de actuación individual de un progenitor con consentimiento del otro, o conforme al uso social y a las circunstancias, o en situación de urgente necesidad y en los de atribución judicial de la facultad de decidir o del ejercicio total o parcial como consecuencia de los reiterados desacuerdos, quedan protegidos los terceros, según he dicho, pues el trascrito párrafo tercero del artículo 156 limita su referencia a "los párrafos anterior". Acaso porque sólo en ellos (y no en todos) quepa la impugnación del acto por el progenitor que no lo ha consentido, y no, por ejemplo, en los de ausencia o Imposibilidad.".
Sin embargo no vamos razón para que quede protegido el tercero cuando un cónyuge actuó sin consentimiento del otro, y en cambio no le se brinde esta misma protección cuando uno de los conyugas estaba imposibilitado o ausente.

Tampoco es compartida nuestra tesis por el notario Prada González (op citada Pág. 39) para quien:
"Aunque el párrafo comienza refiriéndose en plural a los "supuestos de los párrafos anteriores", creo que este consentimiento prescrito solo se refiere, a los del primee párrafo y, aun dentro de éste, solo a los del segundo inciso, o sea a actos "conforme al uso social, a las circunstancias o en situaciones de urgente necesidad". En efecto, si hay consentimiento expreso o tácito, no hace falta presumirlo, y si hay decisión judicial, es ella y no la presunción la base de la eficacia del acto.".

Pero esta tesis no nos parece del todo correcta, pues en los casos en que hay consentimiento expreso o tácito su presunción con respecto al tercero puede resultar mas que conveniente, al suponer una inversión de la carga de prueba.

En cualquier caso conviene precisar que se trata de un presunción inris et de lure establecida para proteger a los terceros y qua deja la puerta abierta a las reclamaciones entra cónyuges.

Prosigue al precepto: 

"En  defecto  o  por  ausencia  incapacidad  o imposibilidad de uno de los padres, la patria potestad, será ejercida exclusivamente por el otro.".

La ausencia 7 la incapacidad tendrán qua estar declaradas judicialmente para que si otro cónyuge pueda actuar (y en esto coincidan tanto Sancho Rebullida como Prada González), no ocurra así con la imposibilidad, qua será apreciada por el Juez ana vez ya realizado el acto, según Sancho Rebullida y que por el contrario vendrá referida a los supuestos de interdicción, según Prada González, con lo qua también se hará necesaria la previa declaración judicial.
En todo caso, como dice Prada González:

"En al supuesto concreto del notario, no creo que este pueda actuar sobre la bases da una ausencia no declarada, aunque ésta sea notoria, ni siquiera de una incapacidad conocida o apoyada incluso en certificados medios, ya que dotar a éstos de una eficacia sustitutoria de la intervención judicial es prescindir de las restantes garantías que rodean a esta última.".
En contra  Puig Brutau (op citada Pág. 254):

"En los casos da ausencia, incapacidad o imposibilidad de uno de los progenitores, se ha de tratar de situación de imposibilidad, estable o duradera que afecte durante cierto tiempo al ejercicio por parte de uno de ellos. No es necesario que se trate de ausencia declarada porque la de hecho también produce la imposibilidad o el inconveniente del ejercicio conjunto. Por la misma razón bastará que la '- ' incapacidad sea efectiva y evidente, aunque no haya sido declarada la incapacitación. En este caso, dicen los citados Suárez Sánchez-Ventura y Martínez Martínez Martínez, las palabras ausencia e incapacidad han de ser interpretadas en sentido vulgar.".

Nuestra opinión se inclina mas del lado de Sancho Rebullida y de Prada González, y creemos que en cualquier caso el precepto va dirigido al Juez que atribuirá exclusivamente la patria potestad al cónyuge no ausente, no incapacitado o no imposibilitado, pero no se dirige a los particulares, pues convertir a estos en árbitros de estas situaciones provocaría la aparición de numerosos contratos (verdaderamente fraudulentos) en que la protección de la buena fe de un tercero pretendería hacerse valer frente a la decisión de un cónyuge privado por la vía de facto de la patria potestad o de la administración de los bienes de su hijo.

Cuando un contrato, realizado por uno solo de los padres alegando imposibilidad del otro se presentare al Registro de la Propiedad, al Registrador le corresponderá calificar sobre la existencia y suficiencia de esa imposibilidad, por lo que conviene que la correspondiente Escritura Publica cite y demuestre las causas de la misma.

Y finalmente concluye:

"Si los padres viven separados, la patria potestad se ejercerá por aquel con quien el hijo conviva. Sin embargo, el Juez, a solicitud fundada del otro progenitor, podrá en interés del hijo atribuir al solicitante la patria potestad para que la ejerza conjuntamente con el otro progenitor o distribuir entre el padre y la madre las funciones inherentes a su ejercicio.".
El primer problema es el relativo al ámbito de aplicación de la frase "viven separados";

* Un primero grupo de autores sostiene el código no esta aquí pensando en la separación judicialmente declarada sino simplemente en la separación de hecho, (pues en aquella la sentencia o las medidas provisionales ya habrían regulado la materia). así García Cantero (Comentarios al Código Civil y compilaciones forales, dirigidos por Albaladejo).

* Otros piensan que el precepto viene referido a todo tipo de separación, (Bercovitz Rodríguez Cano; "Comentarios a las reformas del derecho de Familia". o Sancho Rebullida "Elementos de Derecho Civil"). Y en tercera postura

* María Asunción Linacero de la Fuente (Régimen Patrimonial de la Patria Potestad. Edt Montecorvo. 1990. Pág. 90) cree que su ámbito lo constituyen los supuestos de padres de hijos no matrimoniales y padres de hijos matrimoniales separados de hecho.

Téngase en cuenta que el interés publico de la temática relativa a la patria potestad excluye cualquier idea de vinculación para los Tribunales respecto a los pactos privados que hubieran podido alcanzar los progenitores (Ss de la A.T. de Barcelona. Sala 12. 30 de Abril de 1984,nº 50). No deja además de resultar contradictorio dado el carácter irrenunciable de la patria potestad el que la simple separación de hecho otorgue su ejercicio a uno solo de los cónyuges liberando en cierto modo al otro. En nuestra opinión lo que el precepto se limita a decir es que la patria potestad se "ejercerá" solo por uno de ellos, no que pase a ostentarla solamente quien la ejerce, por ello el cónyuge "no ejerciente" seguirá vinculado por todas las obligaciones inherentes a la misma; el "ejercicio" vendría pues referido, en el caso de bienes, a actos de mera administración.

No bastará que en el contrato el cónyuge representante del menor manifieste vivir separado del otro sino que como ocurría en el supuesto del párrafo anterior tendrá que presentar ante el Registro o ante los Tribunales pruebas de tal separación de hecho. Es por el ello que el precepto merece una severa crítica pues como dice Prada González;

"Lo grave es que, siendo una situación llamada a producir sus efectos directamente y sin un previo control judicial, el profesional que deba tenerla en cuenta se encontrará con el doble problema de saber cuando una separación de hecho es de verdad permanente y sobre todo cómo se prueba dicha separación. Esto hará sin duda difícil la efectividad práctica de este precepto.".

. Art. 157.

"El menor no emancipado ejercerá la patria potestad sobre sus hijos con la asistencia de sus padres y a falta de ambos de su tutor, en casos de desacuerdo o imposibilidad con la del Juez.".
Veamos los problemas que plantea el precepto: 1) ¿Que debemos entender por "Asistir"?.

La postura más adaptaba al tenor de la ley interpretara esta expresión en el sentido de que supone el ejercicio de la patria potestad por ambas partes pues el precepto regula el caso de discordancia atribuyendo la resolución del conflicto al Juez, por lo cual la asistencia no se limita a un mero aconsejar o concurrir opinando en la toma de decisiones, sino a una participación imprescindible en las mismas.

Pero cabe otra postura; es posible pensar que los casos de desacuerdo que se remiten al Juez no son aquellos en que se produce disparidad de criterios entre el hijo menor y sus padres, sino aquellos en que por producirse disparidad entre los dos padres del menor no pueda esta recibir la "asistencia" pretendida, tal controversia entre los padres seria la que tendría que suplir el juez asistiendo al menor, pero sin que en ningún caso se puedan alterar sus decisiones en forma alguna. Este es el criterio que nos parece mas acorde a la realidad social.

Puig Brutau (O.P. citada pág. 255) parece inclinarse en este sentido, al decir:

"El Art. 157 habla de la asistencia de los padres y, a falta de ambos, del tutor. Ello responde a que sólo se trata de complementar, pero no de suplir la capacidad del que ejerce la patria potestad y realmente será éste quien prestará el consentimiento.".
2) En cuanto a su ámbito de aplicación, evidentemente el precepto se refiere a los hijos no matrimoniales de progenitores que no están emancipados, pues en caso de referirse a hijos matrimoniales, el matrimonio habría producido la emancipación del menor con los que el precepto no resultarla aplicable.

Pero así delimitado su ámbito caben varios supuestos:

a) Que conociéndose la filiación por parte de ambos progenitores, los dos sean menores de edad en cuyo caso cualquiera serán ambos, asistidos por sus respectivos padres los que ejercerán la patria potestad, resolviéndose las controversias que puedan surgir tal como si fueran mayores de edad.

b) Que, también conociéndose la filiación por parte de ambos progenitores, uno de ellos sea menor y el otro mayor de edad, o emancipado. En tal caso:

* Según Bercovitz "Comentarios a las reformas del derecho de familia. Tomo II. Pág.. 170) en tal caso y por aplicación del párrafo 4 del Art. 165 la patria potestad corresponde al progenitor que ha alcanzado la mayoría de edad, o la emancipación.

* El Notario Pareja (Estudio breve sobre la reforma del Código Civil en materia de patria potestad. Circular número 22. Junio de 1981 de la comisión de cultura del Ilustre colegio Notarial de Baleares) creé que ambos progenitores "la ejercen conjuntamente como si ambos fuesen mayores". Y en este mismo sentido se pronuncian O' Callaghan "Compendio de Derecho Civil. Tomo IV, pág. 307) y Fuente Noriega (La patria potestad compartida en el código civil español". Pág. 281).

* El también Notario Alfonso Ventoso "La Representación y disposición de los bienes de los hijos. Edit Colex. Pág. 78) cree que la patria potestad la ejercerán ambos progenitores conjuntamente, pero no como si ambos fueran mayores, si actuando el menor con las limitaciones previstas en el Art. 157.

c) Que conociéndose la filiación de un solo progenitor este se encuentre emancipado; en tal caso no estará afectado por la limitación del Art. 157 y podrá ejercer la patria potestad sin las limitaciones contenidas en dicha norma.

Los mayores problemas que se plantean en este supuesto, que es el mas frecuente (madre menor con padre desconocido) se producen siempre en aquellos casos en que la madre se encuentra emancipada por llevar una vida independiente (Art. 319), extremo de difícil acreditación.

3) Al menor emancipado no le afectan para administrar os bienes de su hijo, las mismas limitaciones que le afectan para limitar su propio patrimonio, pues aunque el Art. 323 limita su capacidad para actuar diciendo que "no podrá.....sin consentimiento de sus padres....". 

Sin embargo la resolución de la D.G.R.N. de 29 de Noviembre de 1991 declaro que las limitaciones impuestas al menor emancipado (en al antiguo Art. 315);

"no tienen aplicación al presente caso, porque se refieren a los actos ejecutados por los menores de edad por si mismos y respecto de sus propios bienes o de los de la sociedad conyugal, pero no a los que se verifiquen en representación de sus hijos y que hagan relación a los bienes de estos.".

. Art. 158.

"El Juez, de oficio o a instancia del propio hijo, de cualquier pariente o del Ministerio fiscal dictara:
1) Las medidas cautelares convenientes para asegurar la prestación de alimentos y proveer a las futuras necesidades del hijo, en caso de incumplimiento de este deber de sus padres.
2) Las disposiciones apropiadas a fin de evitar a los hijos perturbaciones dañosas en los casos de cambio del titular de la potestad de guarda.
3) En general, las demás disposiciones que considere oportunas a fin de apartar al menor de un peligro o de evitarle perjuicios. Todas estas medidas podrán adoptarse dentro de cualquier proceso civil o penal o bien en un procedimiento de jurisdicción voluntaria.".
EFECTOS PERSONALES.
. Art. 154, para los padres.

"Los hijos no emancipados están bajo la potestad del padre y de la madre.
La patria potestad se ejercerá siempre en beneficio de los hijos de acuerdo con su personalidad y comprende los siguientes deberes y facultades:
1) Velar por ellos, tenerlo en su compañía, alimentarlos educarlos y procurarles una formación integral.
2) Representarlos y administrar sus bienes.
Si los hijos tuvieren suficiente juicio deberán ser oídos siempre antes de adoptar decisiones que les afecten.
Los padres podrán en el ejercicio de su potestad recabar  el  auxilio  de  la  autoridad.  Podrán también corregir razonable y moderadamente a los hijos.".
Son pues obligaciones a destacar el deber de velar por los hijos, alimentarlos, educarlos, representarles y especialmente el tenerlos en su compañía, y al respecto se prevé , Art. 159:
"Si los padres viven separados y no decidieren de común acuerdo, el Juez decidirá, siempre en beneficio de los hijos, al cuidado de que progenitor quedarán los hijos menores de edad. El Juez oirá, antes de tomar esta medida a los hijos que tuvieran suficiente juicio y, en todo caso, a los que fueran mayores de doce años.".
Art. 160:
El padre y la madre, aunque no ejerzan la patria
potestad, tiene el derecho de relacionarse con
sus hijos menores, excepto con los adoptados por
otro o conforme a lo dispuesto en resolución
judicial.
No  podrán  impedirse  sin  justa  causa  las
relaciones  personales  entre  el  hijo y otros
parientes y allegados.
En caso de oposición, el Juez, a petición del
menor  o  del  pariente  o  allegado,  resolverá
atendidas las circunstancias.".
Este no ejercer comprende tanto los casos en que no se ejerce por imposibilidad como aquellos en que uno de los cónyuges ha sido judicialmente privado de la patria potestad (TS 30 de Abril de 1991) .
La misma sentencia declara que no puede el juez obligar al cónyuge que ostenta la patria potestad a que las visitas tengan que realizarse en su domicilio pues ello podría infringir el Art. 18.2 de la Constitución.
Además el derecho de visitas puede ser suprimido
o  limitado  por  el  juez,  pues como  recuerda  la sentencia del TS de 21 de Julio de 1993:

"....el derecho de progenitor que no convive con su hijo a comunicarse con él, llamado  tradicionalmente "de visitas" no es incondicionado en su ejercicio sino subordinado al interés y beneficio de este. Ciertamente que el Art. 160, que lo reconoce, no se ocupa mas que de los supuestos en que aquel progenitor carece de él, y el caso de autos no esta comprendido en ninguno de ellos. Pero también puede ser suspendido o limitado "si se dieren graves circunstancias que así lo aconsejen o incumplieren grave o reiteradamente los deberes impuestos por la resolución judicial", según dispone el Art. 94 aplicable por analogía a la situación de progenitores que no conviven, teniendo uno de ellos la guarda y custodia del hijo. En el presente litigio se da una poderosa razón para la suspensión, pues la prueba pericial practicada en la fase de apelación pone de relieve inequívoca y expresamente que, dadas las relaciones tensas entre los progenitores, seria perjudicial para el menor su relación con la madre natural.".
Pero en cualquier caso el determinar si existe o no derecho a las visitas solicitadas tiene que hacerlo el juez atendiendo a los hechos que se acrediten en la demanda y:
"No cabe entrar a analizar las alteraciones padecidas en las relaciones familiares y el menor durante el presente pleito, pues éstas deberán ventilarse en otro procedimiento puesto que en el planteado no es posible alterar los hechos y la causa de pedir". (Ts 7 de Abril de 1994).
En cuanto al párrafo segundo (relaciones personales entre el hijo y otros parientes allegados), abarca el derecho de estos parientes a visitar al menor, para lo que pueden obtener en su favor la correspondiente decisión judicial (TS 7 de Abril de 1994) .
. Art. 161.
"Tratándose del menor acogido, el derecho que a sus padres corresponde para visitarle y relacionarse con él, podrá ser regulado o suspendido por el Juez, atendidas las circunstancias y el interés del menor.".
. para el hijo, Art. 155.

"Los hijos deben:

1) Obedecer a sus padres mientras permanezcan bajo su potestad y respetarles siempre.

2) Contribuir equitativamente, según sus posibilidades, al levantamiento de las cargas de la familia mientras convivan con ella.".

Y PATRIMONIALES.

. Art. 162.

"Los padres que ostenten la patria potestad tiene la representación legal de sus hijos menores cío emancipados. Se exceptúan;
1) Los actos relativos a derechos de la personalidad y otros que el hijo, da acuerdo con las leyes t con sus condicionas de madurez, pueda realizar por si mismos.
2) Aquellos en que exista conflicto de intereses entre los padre y el hijo.
3» Los relativos a bienes que estén excluidos de la administración de los padres.
Para celebrar contratos que obliguen al hijo a realizar prestaciones personales se requiera el previo consentimiento da este si tuviere suficiente juicio, sin perjuicio de lo establecido en el articulo 158.".

Respecto a la posible existencia de un conflicto de interesas No hay tal cuando los padres, con dinero del hijo, compran para este, pero es dudoso que exista o no cuando los padres con dinero suyo compran para si el usufructo de un bien y con dinero del menor compran para este la nuda propiedad del mismo bien. Nosotros nos inclinamos por entender qua no se da tal contraposición habida cuenta de lo -sencillo que fiscalmente resulta valorar el usufructo en proporción al valor de la nuda propiedad, si bien cuando el precio pagado para adquirir la nuda propiedad y el pagado para adquirir el usufructo no guarden cuanto menos cierta semejanza o proporción con la valoración fiscal que se las de, el registrador da la propiedad podría negar la inscripción y pedir la autorización judicial, en cualquier caso la Escritura habrá da señalar la precio que se da al usufructo y al precio que se da a la nuda propiedad.

Sancho Rebullida admite que el conflicto de interesas pueda ser no solo de carácter económico sino también de carácter personal, aunque evidentemente tales supuestos son mucho mas difíciles de determinar.
Félix Hernández Gil (Sobre la figura del defensor judicial de menores. Revista de Derecho Privado, marzo de 1961, en opinión recogida por Puig Brutau) "observo que la oposición había de ser real y afectiva y que no bastaba su mera posibilidad. Ha de tratarse da una oposición actual, aunque puede derivar de un derecho condicionado; es decir, la simple esperanza no da lugar a un interés actual, pero los derechos condicionados si que producen un verdadero interés actual, aunque su objeto se halla subordinado a una condición. Que la oposición de intereses deba ser actual no significa que también daban serlo las consecuencias dañosas que pueden derivar de ella.".

Y seguimos transcribiendo a Puig Brutau:

"Castan Vázquez había planteado la cuestión de si debía nombrarse defensor judicial cuando la oposición de intereses se producía entre dos hijos sometidos a la misma representación legal por razón de patria potestad. Opinaba que los padres no podía representar a uno da los hijos sin entrar en colisión con los "Intereses del otro. Sancho Rebullida en la actualidad, como antes F Hernández-Gil, estiman lo contrario en atención a que, por tratarse de una restricción de la patria potestad, el precepto ha de ser interpretado de una manera estricta. Por otra parte, los padres (en la actualidad, los dos), al desempeñar la doble representación, pueden ser los más cualificados paca resolver la oposición.".
. Art. 164, administración.
"Los padres administraran los bienes de los hijos con la misma diligencia que los suyos propios, cumpliendo las obligaciones generales da todo administrador y las especiales establecidas en la Ley Hipotecaría.".
Indica Prada González que la administración;

"....de  los  padres  es  una  administración  sui generis más amplia de la qua se entiende ordinariamente por administración y que contiene la facultad de realizar no solo actos administrativos y de conservación del patrimonio, sino todos aquellos que sean conveniente o útiles la menor, incluyendo amplias facultades dispositivas, si bien en algunos supuestos precisa el complemento de la autorización judicial.".
En virtud da este concepto amplio de administración el padre, según defiende Cámara (Estudios de Derecho Mercantil. Tomo I) pueda emprender una empresa en nombre del hijo, recayendo por tanto solo al hijo y no sobra el padre la condición da comerciante.

Se exceptúan de la administración paterna:

"1) Los bienes adquiridos por  título gratuito cuando el disponente lo hubiere ordenado de manera expresa. Se cumplirá estrictamente la voluntad de este sobre la administración de estos bienes y destino de sus frutos.".
Destacaremos que:

1) Se ha discutido si la exclusión de la administración por los padres puede imponerse respecto a bienes recibidos a titulo de legitima: Si el padre fallece y deja a su hijo único los dos tercios de legítima ¿puede disponer que la administración de los bienes en ella integrados escapen a la administración del progenitor supérstite?.
En sentido favorable se pronuncian Gastan Vázquez (Comentarios del Código Civil dirigidos por Albaladejo. Tomo III) Uribe (Anales de la Academia matritentese del Notariado. Tomo XXV) y Prada (A.A.M.N Tomo XXV) quien dice que;

". .el establecimiento de una administración ajena más que un gravamen sobre la legitima del hijo, lo que implica es una limitación de los derechos de la patria potestad del padre cuya regularización se ha flexibilizado.".

En sentido negativo se pronuncia Bercovitz (Comentarios a las reforma del Derecho de familia. Tomo II. Editorial Tecnos. Madrid 1984, Pág. 1106-1107).

2) ¿Y si nombrado un administrador falta?.
Si la cláusula se limita a designar administrador a uno de los padres o un tercero producida la muerte de aquel o la renuncia o muerte de este, parece que recaerá la administración en el otro progenitor.
En cambio si la cláusula excluye expresamente a uno de los progenitores y designa luego un administrador, la vacante en el cargo tendrá que cubrirse mediante el nombramiento de un administrador judicial.
3) En cuanto a las facultades que pueden atribuirse a este administrador, también la doctrina esta dividida.
Gran parte de los autores consideran que al nombrar administrador se puede alterar el régimen legal de disposición de bienes establecido por el Art. 166. En este sentido se pronuncio ya Manresa aduciendo que basta para la garantía de los derechos del menor la previsión del que esta mas interesado que nadie en dichos bienes.
Por el contrario Linacero de la Fuente (Régimen Patrimonial de la Patria Potestad. Edit Montecorvo. Madrid 1990 Pág. 13) y Francisco Javier García Mas (Aspectos del régimen patrimonial de la Patria Potestad. Boletín de Información del Colegio Notarial de Granada. Marzo de 1992, Pág. 777 se pronuncian en sentido negativo).
4) Sin motivos justificados no pueden los padres declinar la representación de los hijos (TS 18 de octubre de 1947).
Y sigue excluyendo;

"2) Los adquiridos por sucesión en que el padre, la madre o ambos hubieran sido justamente desheredados o no hubieran podido heredar por causa de indignidad, que serán administrados por la persona designada por el causante, y en su defecto y sucesivamente por el otro progenitor o por un administrador judicial especialmente nombrado.".
Prada González admite que aun manteniéndose la desheredación se puede levantar por el testador la prohibición de administrar.
"3) Los que si hijo mayor de dieciséis años hubiera adquirido con su trabajo o industria. Los actos de administración ordinaria sarán realizados por el hijo, que necesitara el consentimiento da los padres para los que excedan de ella.".

Se entienda por actos de administración ordinaria aquellos que no comprometen ni en acto ni en potencia la composición sustancial del patrimonio administrado, presentan habitualidad en el tiempo y generalidad, en. el sector.

Se  incluyen  las  impensas  útiles,  pagos, contribuciones etc.

Se excluyen aquellos actos que por su importancia o régimen o repercusión económica con equiparables a los actos de disposición.
Es dudoso lo que puede entenderse como bien adquirido por el "trabajo o industria".

. Art. 165, frutos.

"Pertenecen siempre al hijo no emancipado los frutos  de  sus  bienes,  así  como  todo  lo  que adquiera con su. trabajo o industria.
No obstante, los padres podrán destinar los del menor que viva con ambos o con uno solo de ellos, en la parta que le corresponda, al levantamiento de las cargas familiares, y no estarán obligados a rendir cuentas de lo que hubiesen  consumido en tales atenciones.
Con este fin se entregaran a los padres, en la medida adecuada,  los frutos de los bienes que ellos no administren. Se exceptúan los frutos de Los bienes a que se refieren los números 1 y 2 del articulo anterior y los de aquellos donados o dejados a los hijos especialmente para su educación o carrera, paco si los padres carecieren de medios podrán pedir al Juez que se les entregue la partes que en equidad proceda.".
Hay que hacer vacíos comentarios al precepto:

1) Cuando el párrafo segundo habla de los que los padres puedan destinar al levantamiento da las cargas familiar; "los del menor" no aclara si se esta refiriendo a los bienes da que el menor sea titular o a los frutos de esos mismos bienes.

Nos inclinamos a pensar que se refiere a los frutos de los hienas del menor , puesto que la atribución da esos mismos bienes, según la interpretación que luego daremos al ultimo párrafo del precepto solo procederá cuando el Juez los entregue a los padres.

2) 'No aclara tampoco la contradicción existente entre el hecho de que los padres no estén obligados a rendir cuentas de los frutos que hubiesen consumido en atenciones familiar y el Art. 163-1 que permite a los hijos exigir la rendición d* cuentas de la administración que los padres hubieran ejercido sobra sus bienes.

3) Parece que los padres, por si solos, solo podrán aplicar al levantamiento de las cargas familiares los frutos de los bienes del menor que se encuentren bajo su directa administración, así como los que el menor hubiera ganado con su trabajo, pues el párrafo 3 del articulo impone qua los frutos da los demás bienes "se entregaran a los padres", luego tendrá que ser o bien el Juez o bien quien los Administra, quien decida "entregar" los frutos a los padres para que estos los apliquen a necesidades familiares.
4) Cuando el último inciso del precepto se refiere a que los padres "podrán pedir al Juez que se les entregue la parte que en equidad proceda" se esta refiriendo a que se les entregue una parte de los "bienes" y no de los "frutos" de los bienes, pues estos frutos siempre pueden ser atribuidos por al Juez conforme al párrafo 2 "en la parte que le corresponda" al para contribuir al levantamiento de las cargas familiares, y es evidente que esta "parte que le corresponda" puede consumir la totalidad da los frutos que den sus bienes, cuando los padres no puedan por si solos levantar la unidad familiar.
En sentido contrario Puig Brutau al decir: 
"Parece que la parte que procederá entregar se refiere a frutos de los bienes.". 
E idénticamente Prada González: "Y también creamos aun sin apoyo legal, que afecta sólo a los frutos y no a los bienes en sí que sólo podrá tomar y consumir el padre, con las autorizaciones, en su caso exigibles, en beneficio del hijo propietario.".

Es también problemático si la "entrega" de que habla el precepto viene referida a todo tipo de bienes o solo a los detallados en los números 1,2 y 3 del Art. 164 y a los donados o dejados a los hijos especialmente para su educación o carrera.

En nuestra opinión en caso de necesidad familiar acreditada el Juez puede autorizar la venta de cualesquiera bienes del menor y lo que el precepto hace es decir que en primer lugar tendrá que "entregar" a los padres aquellos no detallados específicamente en el ultimo párrafo de este articulo y solo subsidiariamente proceda a la entrega da estos.

. Art. 167, aseguramiento.

"Cuando la administración de los padrea ponga en peligro al patrimonio del Hijo, el Juez, a petición del propio hijo del Ministerio fiscal o de cualquier pariente del menor, podrá adoptar las providencias que estime necesarias para la seguridad y recaudo de los bienes, exigir caución o fianza para la continuación en la administración o incluso nombrar un administrador.". 

. Art. 168 responsabilidad.

"Al término de la patria potestad podrán los hijos exigir a los padres la rendición de cuentas de la administración que ejercieron sobre sus bienes hasta entonces. La acción para exigir el cumplimiento de esta obligación prescribiré, a los 3 años.
En caso de perdida o deterioro de los bienes por dolo o culpa grave, responderán los padres de los daños y perjuicios sufridos.".

Cuatro puntualizaciones podemos hacer al precepto:

a) En cuanto al tipo de responsabilidad, entre los progenitores, Sancho Rebullida (op citada Pág. 115) dice:

"Parece que la responsabilidad serán también conjunta y que el precepto la establece con carácter solidario...".
Prada González (op citada Pág. 417) critica esta postura diciendo:

"En absoluto estamos de acuerdo con las anteriores afirmaciones. Es más, en el iter legislativo hubo un intento que no prospero, de establecer la solidaridad. La solidaridad, en primer lugar, aun en el supuesto de que se aceptase la anterior tesis, solo podría predicarse en los casos de patria potestad conjunta, no en los restantes supuestos previstos en si Código. Pero es que ni aun así este supuesto lo consideramos defendible, no es cierto que el Código establezca ni puede deducirse del primer párrafo del articulo 156 que el ejercicio de la patria potestad, sea solidario. Una cosa es tener la posibilidad cada cónyuge de realizar determinados actos, ordinarios o urgentes, y otra transformar en solidaria una fluctuación que el propio código atribuye claramente en forma conjunta. En segundo lugar, aun suponiendo que la actuación fuera conjunta, eso no lleva ni mucho menos a la consecuencia da que la responsabilidad sea también conjunta. En tercer lugar, el párrafo 2- del artículo 156 no implica ni mucho menos que el cónyuge que no actúa está obligado nada menos que a impugnar los actos del otro si no quiere incurrir en culpa por omisión, sino que creemos que, como se desofende de los propios términos del precepto, la ratio da la norma es bien distinta y trato solo -de dirimir los desacuerdos entre los cónyuges. En el supuesto de darse un desacuerdo el cónyuge "puede" acudir al juez, pero no esta obligado a ello ni, al no hacerlo, incide en responsabilidad alguna. Y, en último lugar, por la elemental regla de que la solidaridad, no se presuma nunca y es preciso que haya sido expresamente establecida.".
b) En cuanto al plazo para al ejercicio da la acción: sostiene Puig Brutau que:

"El Art. 168-2 no dice dentro de qué plazo deberá ejercitarse la acción encaminada a exigir daños y perjuicios cuando proceda. Es dudoso que sea aplicable la prescripción de un ario que establece el Art. 1.968-29. La exigencia de, que esta breve plazo se cuente "desde que los supo el agraviado" no parece compatible con una responsabilidad que no pueda concretarse antes de que se extinga la patria potestad. Además, como es obvio, no se trataría de una responsabilidad extracontractual, que as la que tiene en cuenta al Art. 168.".

La expresión "A término...." comprende todos aquellos casos en que la patria potestad, se extingue o la administración cambia da manos (pensemos en el caso del padre privado de la administración paro cuya patria potestad no 33 -extingue).

Tanto Sancho Rebullida como Puig Brutau admiten que aunque el precepto dice qua la acción "prescribirá" en realidad se trata da un plazo de caducidad.

c) en cuanto a la legitimación activa Prada González (op citada Pág. 415) mantiene que carecen de ella, los heredaros del menor; "aunque tal vez haya qua reconocerles al derecho a proseguir si el hizo la hubiera iniciado, la acción que exija la rendición.".
Y se plantea al siguiente problema:

"¿Que ocurrirá si al cesar la administración el hijo es menor de edad aún?". Parece que sus guardadores deberán estar también legitimados a exigir las cuentas.

Esto significa (añade en nota marginal) que, privado el padre de la patria potestad, por ejemplo en el supuesto de sentencia en. pleito matrimonial, podrá ser representante legal del hijo, normalmente al otro cónyuge litigante iniciar una acción da reclamación de rendición de cuantas en nombre del hijo menor que queda bajo su potestad. ¿Cabria que en el convenio que acompañe a la sentencia o en la decisión judicial sustitutoria de aquel incluir dicha rendición de cuentas o una renuncia a ella?. Por la paz creo sería muy conveniente.".

Viceversa la legitimación pasiva corresponde no solo a los  padres  sino  a  sus  herederos,  por  aplicación analógica que para el supuesto de muerte del tutor prevé el articulo 281.
d) Finalmente en cuanto al ámbito material del precepto, su aplicación resulta difícilmente compatible con lo dispuesto por el Art. 165-2 del mismo código que exime a los padres -de rendir cuentas respecto a aquellos frutos de los bienes del menor que se hayan destinado al levantamiento de las cargas familiares .
ENAJENACIÓN DE BIENES DE MENORES. 

. Art. 166.

"Los padres no podrán renunciar a los derechos de que sus hijos sean titulares ni enajenar o gravar sus bienes inmuebles, establecimientos mercantiles o industriales, objetos preciosos y valores mobiliarios salvo el derecho de suscripción preferente de acciones, sino por causas justificadas de utilidad o necesidad y previa la autorización del Juez del domicilio, con audiencia del Ministerio Fiscal.
Los padres deberán recabar autorización judicial para repudiar la herencia o legado deferidos al hijo. Si el Juez denegase la autorización, la herencia solo podrá ser aceptada a beneficio de inventario.
No será necesaria autorización judicial si el menor hubiese cumplido dieciséis años y consintiere en documento publico ni para la enajenación de valores mobiliarios siempre que su importe se reinvierta en bienes o valores seguros.".

La reforma del párrafo segundo, introducida en virtud de la ley 1/1996 de 15 de Enero, suprime tanto la necesidad de autorización judicial para renunciar donaciones como el hecho de que la herencia en favor de un menor tuviera que se aceptada siempre a beneficio de inventario. Planteándose hoy como problemas;

a) En cuanto a la imposibilidad de renunciar derechos.

Viene referida a las renuncias que sean puras y simples, pero no abarcara a aquellos supuestos en que se renuncian derechos del hijo a cambio de una contraprestación. Estos casos podrían encajar perfectamente dentro del ámbito de la administración mas ordinaria con lo que seria ilógico solicitar autorización judicial.
Prada González cita el caso de las indemnizaciones derivadas de accidente de circulación, en las que las compañías exigir la renuncia a cuantas acciones puedan derivar del hecho que da lugar a la indemnización; aceptar el ofrecimiento de la compañía, evitando a si un pleito, pero tener que acudir al mismo Juzgado para que el Juez autorice al padre a renunciar las acciones seria un absurdo.
Sin embargo quizá esta interpretación pueda pugnar con el artículo 1810 conforme al cual para transigir sobre los bienes y derechos de los hijos bajo patria potestad se aplicaran las mismas reglas que para enajenarlos.

b) En cuanto a los efectos del acto de disposición llevado a cabo sin autorización judicial son discrepantes las opiniones:

La sentencia del TS de 9 de Diciembre de 1953 se inclino por la anulabilídad del acto y admitió que el acto pudiera convalidarse posteriormente al alcanzarse la mayoría de edad, pero declaro también que;

"....esa nulidad no cabe subsanarla obteniendo posteriormente la autorización judicial.".
En el mismo sentido de permitir que el menor ratificara el contrato una vez alcanzada la mayoría de edad se pronuncia la sentencia del TS de 21 de Mayo de 1984, que en contra de la firma tesis de que lo nulo no puede ser ratificado, dio fuerza convalidatoria a la ratificación otorgada por el menor una vez alcanzada la mayoría de edad, respecto del negocio realizado por su padre sin la necesaria autorización judicial prevista por el Art. 164 (hoy 166). La sentencia del mismo TS de 9 de Mayo de 1994 resumiendo las posturas declara que:

"....la enajenación realizada sin la previa autorización judicial no es inexistente en el sentido del articulo 1261, ni nula en el del 6.3, sino que, como declaro la Sentencia de 9 diciembre 1953, puede la enajenación convalidarse al llegar el menor a la mayoría de edad, por lo que se inclina por la simple anulabilídad, criterio este que esta en línea con la doctrina declarada en las de fechas 29 noviembre 1958 y 19 diciembre 1977 e, incluso, la de 21 mayo 1984, y aun cuando existen otras Sentencias, entre ellas, las de 9 diciembre 1953 (sin perjuicio de la convalidación por el menor al llegar a la mayoría de edad) y 25 Junio 1959, partidarias de la nulidad radical, procede reafirmar la naturaleza anulable de tales enajenaciones, toda vez que el matiz diferenciador que supera la anulabilídad de la nulidad es la calificación del interés publico o privado a cuya protección se ordenan.".

Las Resoluciones de la D.G.R.N. de 10 de Marzo de 1944 y de 26 de Octubre de 1964 niegan que pueda producirse la inscripción de una venta en el registro de la propiedad cuando previamente a la misma no se ha obtenido la autorización judicial.
Entre los autores en favor de la anulabilídad se han pronunciado Bercovitz, y Diez Picazo (rectificando postura anterior). Espín Cánovas cree que los actos realizado a titulo gratuito son nulos y los realizados a título oneroso son anulables. Y por último en favor de la nulidad radical se pronuncian Fernández Galvis y Francisco Javier García Mas (ob citada pág. 783).
Si la venta viniera referida a bienes muebles, Sancho Rebullida (O.P. citada pág. 114) opina que los padres pueden enajenarlos sin causas de necesidad o utilidad, o cuanto menos sin justificación de las mismas. En contra Prada González para quien el requisito de utilidad o de necesidad viene exigido por el fin de la administración y la justificación de la misma en el peor de los casos tendrá que producirse al rendir cuentas tras extinguirse la patria potestad.

c) En cuanto a la venta de valores la exigencia de que su importe se reinvierta en valores seguros lleva a dos problemas; a) ¿Que son valores seguros? y b) como acreditar en el momento de la venta que su importe se va a reinvertir precisamente en esos valores seguros?.
La primera de las cuestiones no tiene solución o lo que es lo mismo tiene demasiadas: título seguro puede ser el que cotiza en bolsa, el que ostenta el carácter de público, el que se encuentra garantizado etc. En nuestra opinión lo único que el código hace es abrir la puerta para que el hijo pueda reclamar indemnización si la inversión ha sido evidentemente arriesgada, pero en ningún caso permite dejar sin efecto los contratos realizados.
En cuanto a la segunda cuestión solo hay una manera de evitarla y es documentando al mismo tiempo, en el mismo instrumento la venta de valores y la compra de otros distintos. En otro caso no hay más solución que acudir al Juzgado.
EL  DEFENSOR  JUDICIAL  EN  RELACIÓN  CON  LA  PATRIA POTESTAD

-----------------------------------

. Art. 163.
. cuando hay oposición.
. procedimiento.
. quien puede ser defensor.

-----------------------------------

. Art. 163.

"Siempre que en algún asunto el padre y la madre tengan un interés opuesto al de sus hijos no emancipados se nombrara a estos un defensor que los represente en juicio y fuera de él. Se procederá también a este nombramiento cuando los padres tengan un interés opuesto al del hijo menor emancipado cuya capacidad deban completar. Si el conflicto de intereses existiera solo con uno de los progenitores corresponde al otro por ley y sin necesidad de especial nombramiento representar al menor o completar su capacidad.".
. cuando hay oposición.

Es difícil precisar "a priori" cuando hay oposición de intereses; la formula general más cierta quizá sea la de Jerónimo González recogida en una sentencia de 1934 para quien la hay en toda situación en que los, valores patrimoniales, si no fueran directa o indirectamente atribuidos al padre corresponde aprovechadlos al hijo.
Según diferentes resoluciones de la D.G.R.N hay contraposición de intereses;

1) Si el padre es heredero y el hijo acreedor de la herencia.

2) Si el hijo, heredero del padre, liquida la herencia en que la madre tiene derecho a gananciales.

3) Si el padre e hijo son herederos de una misma herencia.

4) O heredero y legatario respectivamente.

5) Conforme a Sentencia del TS de 5 de Junio de 1997 (A 4605) la hay cuando un cónyuge impugna la filiación matrimonial y el otro desea verla confirmada pues amen de que los intereses del menor son ". . ..los acordes con la verdad biológica de su progenie...", el cónyuge que defiende la filiación matrimonial esta realizando una actuación de la que "no puede eludirse su propia defensa, de su estima, fidelidad etc...".
En cambio no hay contraposición según el mismo centro Directivo;

1) Cuando realizan la partición amigables componedores.
Sin embargo esta tesis olvida que si el menor emancipado,"actúa como representante voluntario,  tiene declarado el TS que no le afectan las  limitaciones que atarían  su  actuar  si  representara  sus  propios intereses. Por ello parece convincente que pudiendo representar a un extraño sin que le afecten limitaciones, con mayor motivo pueda representar a su hermano si el Juez así lo decide.

Es también criticable que el precepto no prevea el caso de que existiendo contraposición de intereses con uno de los padres, el otro no ostenta la patria potestad por cualquier motivo. Para estos supuestos hubiera sido preferible nombrar un defensor antes que conceder de nuevo la representación al progenitor que por cualquier motivo se haya visto privado de ella.

Quizá la solución pueda venir vía distinción entre causas de privación de patria potestad (como serían la condena en causa criminal) y causas de no atribución de la misma (como serían la separación o el divorcio) entendiendo que el precepto viene referido solo a estas segundas y que por el contrario respecto a las primeras tendría que producirse de nuevo una atribución por parte del tribunal que extinguió la patria potestad.
EXTINCIÓN DE LA PATRIA POTESTAD. 

. Art. 169.

"La patria potestad se acaba:
1) Por la muerte o declaración de fallecimiento de los padres o del hijo.
2) Por la emancipación.
3) Por la adopción del hijo.".

Hay que tener en cuenta que el precepto es no solo a la patria potestad determinada por la filiación sino también a la determinada por la adopción.

. Art. 170, privación.

"El padre o la madre podrán ser privados total o parcialmente de su potestad por sentencia fundada en el incumplimiento de los deberes inherentes a la misma o dictada en causa criminal o matrimonial.

Los tribunales podrá en beneficio e interés del hijo acordar la recuperación de la patria potestad cuando hubiere cesado la causa que motivo la privación.".

La sentencia dictada en causa criminal tendrá que se condenatoria y pronunciarse expresamente sobre la privación de la patria potestad.

Viendo alguna casuística más concreta:

1) La sentencia de 19 de Octubre de 1983 declaro que no es suficiente para privar de la patria potestad el hecho de la que la madre de un menor conviva en estado de soltería con un hombre casado y separado de su esposa, circunstancia esta que a falta de otras mas específicamente corruptoras no tiene suficiente trascendencia para limitar el derecho a la guardia.

2) La de 11 de Octubre de 1991 tampoco considero motivo suficiente para privar de la patria potestad el hecho de que una menor hubiera sido entregada durante mas de tres años a sus abuelos sin que el padre (que reclamaba su custodia) se hubiera ocupado para nada de ella durante ese tiempo, pues ; "la interrupción pasajera no alcanza virtualidad suficiente para operar la extinción del derecho a la guarda y tutela.".

3) La de 26 de Marzo de 1993, referida a un supuesto en que el menor había alcanzado la mayoría de edad durante la tramitación del procedimiento) declaró que la "terminación legal de la patria potestad por parte de la persona que la ostentaba, impide dictar la declaración que autoriza el Art. 170 del Código Civil, y esto con independencia de que en su día hayan concurrido o no las circunstancias que pudieran fundamentar tal declaración.
PRORROGA DE LA MISMA 
. Art. 171.

"La patria potestad, sobre los hijos que hubieran sido incapacitados quedara prorrogada, por ministerio de la Ley, al llegar aquéllos a la mayor edad.. Si al hijo mayor de edad, soltero que viviera en compañía de sus padres o de cualquiera de ellos fuera incapacitado, no se constituirá tutela, sino que se rehabilitara la patria potestad, que será ejercida por quien correspondiere si el hijo fuera menor de edad. La patria potestad prorrogada en cualquiera de estos dos formas se ejercerá con. sujeción a lo especialmente dispuesto en la resolución de incapacitación y, subsidiariamente, en las reglas del presente titulo. La patria potestad prorrogada terminara:

1) Por la muerte o declaración de fallecimiento de ambos padres o del hijo.

2) Por la adopción del hijo.

3) Por haberse declarado la cesión de la incapacidad.

4) Por haber contraído matrimonio el incapacitado. Si al cesar la patria potestad prorrogada subsistiere al estado de incapacitación, se constituirá la tutela.".

El precepto difícilmente puede compatibilizarse con el Art. 220 que llama a la tutela del "loco" a los padres. Prada González opina por ello que la patria potestad prorrogada procede solo en los casos en que la incapacitación lo ha sido por "deficiencias o anomalías psíquicas o por sordomudez", pero no en los casos de locura en los que procedería constituir la tutela.

En nuestra opinión sí precepto lo que busca en evitar la aplicación de las normas de tutela y por ello sería más lógico entender tácitamente derogado el articulo 220 cuando llama a la tutela del loco a sus padres.
Respecto al requisito de "vivir en compañía de sus padres o de cualquiera de ellos" para que pueda entenderse prorrogada la patria potestad sobre el mayor de edad que resultara incapacitado, al ya citado Notario Prada González opina que mas que en el sentido de exigir una "convivencia bajo el mismo techo" habría que interpretarlo en el sentido de seguir el incapaz bajo la guarda y custodia de los padres "aunque realmente este internado en algún establecimiento.".
RELACIONES JURÍDICAS ENTRE ASCENDIENTES Y DESCENDIENTES EN ARAGÓN.

. Art. 9, relacionas personales.

"1) El deber de crianza y educación de los hijos menores, así como la adecuada autoridad familiar para conseguirlo corresponda a los padres conjunta o separadamente, según los usos sociales o familiares o lo lícitamente pactado al respecto. 2) En caso de divergencia entre los padres en al ejercicio de la autoridad familiar, decidirá la Junta de Parientes o el Juez de Primera Instancia del domicilio familiar, a elección de aquellos. A falta de acuerdo entra los padres para designar el órgano dirimente, decidirá siempre al Juez. 3") Cuando el hijo de uno solo de los conyugas conviva en la casa, el cónyuge del progenitor participara en al ejercicio de la autoridad, familiar si así se lo pide. No obstante el hijo podrá pedir a la Junta de Parientes o al Juez da Primera Instancia que se le exonere de la autoridad del cónyuge de su progenitor concurriendo justa causa.".

Cuando el p 1 habla de que la "autoridad familiar corresponde a los padres conjunta o separadamente, según los usos sociales o familiares o lo lícitamente pactado al respecto" , entendemos que se roza el limite de la constitucionalidad siendo en nuestra oponían posible que se infrinja el principio de igualdad sentado en el Art. 14 de nuestra norma fundamental pues opinamos que ni los usos sociales ni los familiares, ni el convenio de las partes puede alterar las facultades de los conyugas en beneficio del otro.

. Art. 10.
"1) Fallecidos los padres o cuando estos fueren privados judicialmente de la autoridad familiar y obligaciones que correspondían a los padres, podrá ser ejercida por los abuelos, los hermanos mayores del menor o por el conyuga no progenitor del bínubo premuerto, salvo previsión en contrario de los mismos padres o de alguno de ellos.
2) En caso de fallecimiento de los progenitores, la designación da las personas que vayan a ejercer la autoridad familiar y la forma en que esta daba prestarse salvo expresa previsión de los padres corresponderá a la Junta de Parlantes o en su defecto al Juez de Primera Instancia.
3) En el supuesto de privación judicial de la autoridad familiar o da su ejercicio, dicha ¿asignación corresponderá exclusivamente al Juez.
4) En ambos supuestos el Juez para efectuar la designación oirá a los interesados y atenderá preferentemente al mejor cuidado y atención del menor.".
. relaciones patrimoniales,

Las personas llamadas a la patria potestad tendrán, conforme al Art. 12 la administración de los bienes del menor si bien no haya que olvidar que:
1) Conforme al Art. i.e. al disfrute 'da sus bines corresponda al menor, si bien los frutos pueden ser aplicados a los gastos familiares.

2) Que conforma al Art. 5 el mayor da 14 años puede, aunque no asta emancipado celebrar por si toda clase de actos y contratos, con asistencia en su caso da su padre, madre, tutor o Junta de Parientes.
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